LA COALICIÓN CENTROMERICANA PARA LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA JUVENIL (CCPVJ) ANTE LA RESPUESTA DE LOS GOBIERNOS A LA VIOLENCIA JUVENIL 

EXPRESA:

1) La región centroamericana y en especial los llamados países del Triángulo Norte –Guatemala, Honduras y El Salvador— atraviesan actualmente una crisis de seguridad generada por la ola de violencia y criminalidad, que se ha agudizado en los últimos años. La violencia asociada a las pandillas juveniles, así como el agravamiento de otras expresiones de violencia social, han contribuido a incrementar los niveles de inseguridad en la región. Esta situación ha causado miles de víctimas, en su gran mayoría jóvenes, y ha demostrado lo parcial del abordaje implementado por los estados de la región, sin que hasta el momento se cuenten con políticas estatales integrales capaces de enfrentarla.

2) Ante esta realidad, La Coalición Centroamericana para la Prevención de la Violencia Juvenil (CCPVJ), una iniciativa intersectorial e interdisciplinaria integrada por organismos gubernamentales y no gubernamentales del área Centroamericana y México, busca contribuir a la comprensión del fenómeno de las pandillas, e incidir en la formulación de políticas integrales e inclusivas que incorporen la prevención y rehabilitación como ejes relevantes en el abordaje del fenómeno. 

3) Asimismo, la comunidad internacional y sus representantes diplomáticos en Centroamérica hacen un llamado para que se unan esfuerzos a responder integralmente al fenómeno de la violencia juvenil en la región.

Ante esta realidad, declaramos que:

a) El fenómeno de la violencia en general, y de la violencia juvenil en particular debe ser abordado de forma integral e intersectorial, lo que conlleva un intenso esfuerzo de responsabilidad compartida entre los diferentes agentes implicados, incluidos los poderes de estado de los diferentes países de la región, por lo que es apremiante iniciar procesos de coordinación conjunta entre organizaciones de la sociedad civil, servicios sociales, académicos e instancias gubernamentales.

b) El estado tiene la inevitable responsabilidad de cambiar el énfasis de las políticas represivas que estigmatizan a la juventud, que violan los derechos humanos indiscriminadamente, y que han mostrado su ineficacia, por políticas más integrales, dirigidas a la prevención y a la reinserción social, que incluyan programas de inserción laboral, educativos, y de uso del tiempo libre para la niñez, adolescencia y juventud. Este tipo de políticas e iniciativas deben estar adecuadas a las realidades de nuestras y nuestros jóvenes, y tener como horizonte cubrir las grandes carencias de nuestros sistemas socioeducativos actuales. 

d) Es necesaria también una reforma judicial que se base en procesos justos, que abandone el abuso de poder y la violencia de Estado, especialmente aquella dirigida a la juventud.

e) Es imprescindible que los medios de comunicación abandonen la perspectiva sensacionalista asumida por muchos en el abordaje del fenómeno, desde la cual se le atribuyen la mayoría de los delitos cometidos a miembros de maras y pandillas, y se publica información sin la suficiente evidencia y bases empíricas, promoviendo con ello la construcción de una imagen estigmatizada de la juventud centroamericana, misma que profundiza los procesos de marginación y exclusión social que de suyo sufren estos grupos etarios. 

f) Es necesario invertir recursos pùblicos en análisis e investigaciones que arrojen información fundamentada del fenómeno, que se constituya en fuente alternativa de información y sirvan de insumo para el diseño de las políticas de reabordaje integral de las instancias estatales y de la sociedad civil.    
g) Es urgente aunar esfuerzos multidisciplinares, que incluyan la participación gubernamental, de fuerzas policiales, de sectores privados, iglesias, académicos y de sociedad civil, además de unificar esfuerzos para captar el apoyo de la comunidad internacional.
Por todo lo anterior, desde aquí hacemos un llamado a todas y todos los representantes gubernamentales de la región, alcaldes municipales, partidos políticos, representantes de organizaciones de sociedad civil, líderes comunitarios, académicos, investigadores, fuerzas policiales, sectores religiosos, medios de comunicación y a la ciudadanía en general, a realizar un giro radical en las políticas adoptadas hasta ahora, a abrir espacios de diálogo reales y eficaces en los que no prevalezcan los prejuicios ideológicos ni las posturas politizadas, a renunciar a actitudes represivas basadas sólo en las consecuencias del problema y no en las causas estructurales del mismo.

Estamos convencidos y convencidas de que es posible construir una cultura de paz en nuestros países, de que es posible atenuar el fenómeno de la violencia juvenil en formas alternativas al uso de la fuerza y de que es posible ofrecer un futuro digno y diferente a la juventud centroamericana, todo ello si existe verdadera voluntad política de encaminar los esfuerzos y los recursos necesarios. Sobre todo, si se toma en cuenta que las y los jóvenes son el mayor capital social de nuestra región y por tanto merecen un presente con expectativas de futuro.

San Salvador, a los 26 días del mes de Octubre de 2006.

